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Resumen
La configuracion del Estado genera una fuerte 
tension dentro del marco de las competencias 
entre el centro y los territorios. Lo anterior 
contrapone los principios de la unidad nacio-
nal y la autonomia de los territorios estable-
ciendo limites mutuos entre ambos conceptos 
en la distribucion de recursos y competencias 
entre los niveles de gobierno.
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Abstract
The configuration of the State generates a 
strong tension within the framework of the 
competences between the center and the terri-
tories. This contrasts the principles of national 
unity and the autonomy of the territories, es-
tablishing mutual limits between both con-
cepts in the distribution of resources and com-
petencies between the levels of government.
Keywords: Centralism, national unity, territo-
rial autonomy, competences and resources.
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1. INTRODUCCION
Dentro del imaginario contemporáneo que 
se ha establecido acerca de la democracia, se 
plantea teóricamente que su tarea debe ser 
renovar en el marco deóntico, a partir de los 
cambios propiciados por la modernidad y 
postmodernidad desde el siglo XX, los cuales 
giran en torno a una democracia y a una 
ciudadanía dentro del contexto de la partici-
pación y empoderamiento, de ahí que encon-
tremos como actor importante a la sociedad 
civil quien ha servido como pieza clave para 
la consolidación de las instituciones del 
Estado a través del camino de la instauración 
de instituciones inclusivas en la perspectiva 
de Acemoglu y Robinson (2012).
Después de un largo y conflictivo proceso 
histórico donde las voces de la ciudadanía 
con fuertes y excesivos sistemas de exclusión 
de la ciudadanía y de la sociedad civil, nos 
encontramos ahora frente a un panorama 
donde estas voces cobran un valor funda-
mentan dentro del mundo actual. Por otro 
lado y dentro del marco actual, el proceso 
democrático no radica principalmente en el 
traslado de la democracia representativa a la 
democracia directa, sino basado en el paso de 
democracia política a una democracia experi-
mentalista (Latorre, 2015).  
“… en la extensión del poder ascen-
dente, que hasta ahora había ocupado 
casi exclusivamente el campo de la gran 
sociedad política (y de las pequeñas, 
minúsculas, con frecuencia política-
mente irrelevantes, asociaciones volun-
tarias), al campo de la sociedad civil en 
sus diversas articulaciones…” (Bobbio, 
1982, p.63)
De esta forma se vislumbra un nuevo 
panorama que hace un reencuentro con la 
fuerza de la organización ciudadana que se ha 
posicionado como una pieza clave dentro de 
la política y la gobernabilidad de los estados 
nacionales modernos que mantienen un 
perspectiva que permite la coherencia con 
las construcciones desde las comunidades, 
permitiendo de esta manera establecer una 
suerte de cuadro multilateral que toma como 
punto de partida las comunidades hasta llegar 
al gobierno central, relación que es mediada 
a través del dialogo apoyado en el consenso, 
panorama que en la práctica no funciona de 
la forma que se plantea desde la teoría; por 
ende, Antonio Gramsci (1972) se refiere a 
que los controladores de este consenso, los 
cueles viven en permanentes disputas funda-
mentadas en la dominación de este, son el 




Dentro del contexto colombiano la descen-
tralización fue encaminada como una táctica 
que tiene como fin incrementar la legiti-
midad del Estado y su gobernabilidad de 
acuerdo con los valores de la democracia 
participativa, por esto Maldonado (2010) 
hace una descripción sucinta de cuales seria 
los objetivos en términos políticos y civiles 
del modelo descentralizado en Colombia 
expuesto a continuación: 
• Fortalecer la democracia local.
• Capacidad de elegir gobernantes.
• Aumentar de la responsabilidad con 
los electores.
• Promoción de alternativas políticas.
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• Incrementar de la participación 
ciudadana.
• Garantizar la presencia estatal en el 
territorio.
En cuanto a los términos sociales, econó-
micos y culturales este mismo autor platea 
que los esfuerzos del Estado se direccionaron 
hacia:
• Cobertura y calidad de los servicios
• Educación
• Salud
• Agua potable y saneamiento básico
• Cultura
• Recreación y deporte
• Infraestructura. 
Como último objetivo se propuso resolver la 
problemática de pequeños municipios que se 
encontraban atrasados por sus pocas posibi-
lidades de enfrentar su desarrollo de forma 
autónoma lo que desencadena el  empobreci-
miento de sus pobladores.
2.1. Unidad nacional y autonomía terri-
torial
Desde que se establece el Estado nacional 
colombiano, se ha tratado igualmente de 
establecer un direccionamiento en la temática 
de autonomía y unidad de los territorios, y 
como hemos evidenciado este direcciona-
miento ha sido un tema recurrente a lo largo 
de la historia política y administrativa del país, 
convirtiéndose en una dinámica generadora 
de conflictos que han formado las relaciones 
sociales al interior del país que se vuelve un 
escenario de confrontación de discursos que 
bordean la temática del modelo de Estado 
conveniente para el país.
Entre los principales motivos que llevo a 
la redacción de la Constitución Política de 
Colombia, fue la búsqueda de una mediación 
entre el territorio y el Estado, debido a que 
este último consideraba desde su lógica 
orientada al centralismo, que la autonomía 
regional no era apropiada, por lo que la atacó 
fuertemente desde el desarrollo del marco 
legal donde limitó su autonomía a través 
de un Estado principalmente centralista, 
el ejecutivo, el legislador y el juez constitu-
cional, se encargarían de regular todos y cada 
uno de los aspectos de la vida regional y local 
(Soto, 2010).   
El anterior desplazamiento de las compe-
tencias de las entidades territoriales a 
través de un marco jurídico marcadamente 
homogenizante y centralista, dejo expuestas 
las raíces de la autonomía regional dejando en 
entredicho los canales de participación que 
alienaban la democracia social con el freno de 
la autodeterminación frente a sus necesidades 
y soluciones para las problemas locales.
Esta realidad no sufrió los mayores cambios 
pese a las reformas importantes realizadas 
dentro del marco de la Constitución política, 
las cuales establecieron una relación de 
agentes delegados a las entidades regionales 
frente al gobierno central en lo que respecta 
a la ejecución de políticas planteadas desde 
éste; circunstancia que ponía en juego a 
autonomía regional al limitársele los recursos 
a estas entidades territoriales (Soto, 2010) 
volviéndolas en simples intermediaros de los 
recursos que ya fueron determinados a nivel 
central.
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En este orden de ideas, vemos que el Estado y 
sus formas de ovraticas de acceder a los bienes 
políticos queda encarcelado en una especie de 
paradoja entre el Estado quien como poder 
central formula y determina las políticas  a lo 
largo de todo el territorio, y de forma absurda 
los distintos departamentos y municipios 
que tiene gobernantes escogidos por voto 
popular que tiene poca o nula participación 
en este proceso, evidenciando como el papel 
del gobierno central se ve fortalecido en una 
pauperización sistemática de la autonomía 
regional. 
Esta contradicción se ven reflejada en 
el intento de una descentralización que 
realmente reivindica  las bases del centra-
lismo, ignorando las realidades de cada terri-
torio, imponiendo un marco jurídico y una 
estructura social que dificulta la autonomía 
regional, manteniendo una óptica homoge-
nizante, entre otras estrategias (Soto, 2010). 
Desde esta construcción de Estado se  ejecuta 
el poder en nombre de los demás territorios en 
aras de una buena administración, ignorando 
cualquier  competencia y autonomía de las 
entidades territoriales.
La incapacidad de las entidades territo-
riales asumida por el centro de poder no 
solo desconoce la capacidades de manejo y 
autonomía de los recurso, sino que vas más 
allá al ignorar el enfoque descentralizador de 
la Constitución política del país, al olvidar 
definir quién y de qué forma se debe asumir 
el poder de decisión (desde la dimensión de la 
administración de recursos).  
Ospina (2001) señala que este modelo 
tomador de decisiones y otorgador de los 
recursos que considera apropiados para que 
sean asumidos de acuerdo a los preceptos del 
centro de poder, es un préstamo -copia- del 
derecho administrativo francés que convierte 
la autonomía regional en un ente adminis-
trador de  recursos a partir de juicios  prees-
tablecidos. 
Este modelo francés mantiene el poder bajo 
la tutela del gobierno central quién vigila y 
direcciona a las demás entidades, lo que va 
en contra de los verdaderos principios de la 
descentralización en los que se debe avanzar 
por la autonomía política de las regiones que 
deben girar en torno a su propia conser-
vación, dando espacio a las comunidades 
para que generen un proceso de empodera-
miento sobre sus territorios, abriendo canales 
de participación que los haga sujetos activos 
de las políticas que los involucran.
Pero como ya hemos hecho mención no se 
pueden ignorar los aportes importantes reali-
zados dentro de este marco, como el Acto 
legislativo 01 de 1986 génesis de la elección 
popular de alcaldes en 1986, marcando un 
hito histórico en lo que a descentralización en 
el país se refiere, ya que la autonomía otorgada 
a los municipios acaba con la problemática 
clientelista facilitando un escenario que 
beneficia el desarrollo territorial (Buitrago, 
1999). Este tipo de decisiones es lo que 
posibilito el avance en  la identificación de 
competencias, mejora de procesos partici-
pativos, mejora de estructuras burocráticas 
antiguas y mejoramiento en el proceso de la 
planeación, este último gracias a la ampliación 
del periodo de gobierno de los alcaldes  lo que 
permitió el desarrollo de una proyección más 
lejana (DPN, 2007).
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En relación con lo anterior, se hace necesario 
entender que el panorama nacional dibujado 
en lo que refiere a los procesos centra-
lista y federalista corresponde a periodos y 
tendencias mundiales específicas que está 
unido a un momento histórico en particular; 
por lo tanto atribuirle estas decisiones político 
administrativas únicamente a intereses parti-
culares de los gobiernos es un error que 
ignora que estos mantienen imbricaciones 
con los flujos mundiales que proponen 
tendencias ubicadas en un periodo histórico 
en específico. 
Siguiendo esta misma idea, se debe recordar 
que el contexto mundial en el cual se promulgo 
la Constitución política de Colombia, fue uno 
donde el modelo neoliberal se anunciaba 
como receta clave para las nuevas formas de 
pensar el territorio, revitalizando este modelo 
que tuvo un auge importante durante los años 
ochenta; pero como más adelante lo señalaría 
Ospina (2001) lo que pudo ser un cambio 
hacia un modelo determinante se convirtió, 
dentro del plano del ordenamiento territorial, 
en una confusión entre el mandato constitu-
cional y la descentralización que preveía esta 
tendencia. 
Entonces todas las determinaciones político.-
administrativas que se generaron a partir de 
la tendencia global de la descentralización, 
que a su vez era guiada a través del modelo 
neoliberal, estimo que el mejor sinónimo de 
descentralización era la reducción del Estado 
a su más mínima expresión, de esta manera 
los procesos caen en manos de la decisión del 
comportamiento humano que se desenvuelve 
dentro de las dinámicas del mercado que 
funciona como ente regulador de la oferta y 
demande de necesidades de la ciudadanía, de 
la misma manera que los mercados regulan 
cualquier precio. 
Pero a la hora de la implantación del modelo 
se ignora un factor importante que era una 
realidad dentro del contexto colombiano, 
donde los ciudadanos no participan del 
mercado de decisiones políticas en igualdad 
de condiciones que otros agentes, por lo que 
no se cumple el requerimiento de la compe-
tencia perfecta. Esta problemática que se 
presentaría a lo largo de todo el territorio 
latinoamericano donde el modelo neoliberal 
comenzaba a ser implementado, ocasionaría 
un aumento de forma significativa de la 
desigualdad y todo tipo de confusiones en el 
plano del desarrollo humano.  
La formulación de la descentralización del 
país desde su carta magna demuestra un 
esfuerzo por la creación de un ambiente 
favorable, como lo mencionan Maldonado, 
Bonilla & Zamudio (2001), respecto al diseño 
de la descentralización política creando 
un marco institucional favorable para la 
democracia participativa, sin embargo el 
marco jurídico confunde al punto de que en 
de estas determinaciones quedan práctica-
mente inaplicables restringiendo el acceso a 
la población en el proceso de decisión. 
Entonces desde las bases establecidas por 
la Constitución Política de Colombia se 
puede ver la iniciativa y la energía puesta en 
crear un escenario positivo, pero como lo 
exponen autores como Maldonado, Bonilla & 
Zamudio (2011) el diseño del modelo de la 
descentralización aunque propago un marco 
institucional que beneficiaba a la democracia 
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participativa, estas determinaciones quedan 
inaplicables debido a distintas confusiones en 
el marco jurídico llevando a limitar el acceso 
de la población al proceso de decisión. 
Estas problemáticas que surgen desde la 
dimensión jurídica han sido uno de los 
puntos que ha impedido el establecimiento de 
la institucionalidad y que no se haya logrado 
reflejar un proceso de apropiación ciudadana, 
hechos que se hacen notorios a través de 
dinámicas como el sufragio que registra una 
baja participación.
El contexto de la apropiación de las comuni-
dades frente a su propio desarrollo y deter-
minación política ha sido escaso, desapro-
vechando los mecanismos de participación 
existentes y llevando a los que si funcionan 
a obtener escasos resultados, factores que 
conllevan a la pérdida de legitimidad en el 
proceso político, explicando el menoscabo de 
credibilidad de la estructura institucional,
Todo este contexto hasta ahora planteado 
se funda en el desaprovechamiento de los 
mecanismos de participación existente, 
por parte una comunidad apática con bajos 
índices de apropiación en lo que respecta 
a su mismo desarrollo y determinaciones 
políticas, lo que desemboca en una pérdida 
de legitimidad en los procesos políticos, lo 
anterior no debe ser atribuido a una única 
variable es decir a la debilidad institucional.
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